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	Radicación: 
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	Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín 

	Accionado: 
	Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía 

	Decisión: 
	Confirma 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado judicial de los señores MAURICIO SANDOVAL GUTIÉRREZ y WILLIAM ALBERTO CARDONA MARÍN, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de esta ciudad el 10 de mayo de 2018, mediante el cual negó la solicitud de amparo constitucional deprecada por el recurrente en contra de la CAJA PROMOTORA DE VIVIENDA MILITAR Y DE POLICÍA –CAPROVIMPO-. 
ANTECEDENTES:
Manifestó el accionante que el día 28 de noviembre de 2017 elevó un derecho de petición ante la Caja Promotora de Vivienda Familiar y de Policía, con el cual solicitó que se le reconociera un subsidio de vivienda a sus representados, los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín, Patrulleros de la Policía Nacional, de conformidad con lo establecido en el Decreto 353 de 1994 y la Ley 973 de 2005. 
Respecto de la anterior solicitud, recibió respuesta el día 22 de marzo del año que transcurre, suscrita por la Jefe del Área de Sistemas de Atención al Consumidor Financiero, con el cual básicamente se le indica que por el hecho de que ambos hubieran efectuado el retiro de sus cuotas de ahorro mensual en los años 2010 y 2013, respectivamente, perdieron su derecho a la expectativa de un subsidio de vivienda con esa entidad, junto a su calidad de afiliados, y que además no es posible vincularse nuevamente a la “Caja de Honor”. 
Sin embargo, refirió el actor que todos los miembros de la Policía Nacional adquirieron el status de afiliados forzosos a dicha Caja, por lo que no es acertado decir que perdieron tal calidad, máxime cuando es esa entidad la que actualmente administra sus cesantías.    
PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante que se tutelen los derechos fundamentales a la vivienda digna, debido proceso e igualdad de sus representados, y en consecuencia, se ordene al Gerente General de la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, que en el término de 48 horas admita la postulación de los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín, para así poder acceder al subsidio de vivienda que otorga esa entidad.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 
1. Admisión: 

El Despacho de primer nivel admitió la actuación el día 27 de abril del año que transcurre, y ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción; además vinculó oficiosamente a la Jefe del Área de Sistema de Atención al Consumidor Financiero “SAC Caja de Honor”. 

2. Respuestas de los accionados: 

Durante el trámite de primera instancia se recepcionaron los siguientes pronunciamientos:  

Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de CAPROVIMPO, Dra. Diana María Ospina Herrera: se refirió a los hechos narrados por el letrado accionante argumentando que los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona no tienen derecho a ser beneficiarios de un subsidio de vivienda con cargo a esa entidad, toda vez que en el pasado solicitaron su desafiliación voluntaria, y retiraron las cesantías cotizadas para solución de vivienda que tenían acumuladas, renunciando entonces a la expectativa de dicho subsidio y quedando con ello incursos en una de las causales de pérdida de afiliación, de conformidad con lo consagrado en el artículo 10 de la Ley 973 de 2005, norma que para ese momento se encontraba en vigencia. 
Así mismo, hizo referencia a los requisitos exigibles para acceder al subsidio de vivienda, de esa manera, expuso que según el artículo 25 de la Ley 973 de 2005, reformado por el artículo 3º de la Ley 1305 de 2009, el solicitante no puede haber adelantado retiros parciales o totales de cesantías, hasta el momento de la adjudicación del subsidio, ni haber recibido subsidios por parte del estado; igualmente, el artículo 20 del Acuerdo 05 de 2017 dice que para su reconocimiento y pago deben registrarse 168 cuotas de aportes de ahorro mensual obligatorio. 
No obstante lo anterior, aclaró que mientras los señores Mauricio y William Alberto se encuentren en servicio activo, deberá esa entidad continuar administrando sus cesantías, pues según el artículo 2º de la Ley 1305 de 2009, una cosa es la afiliación para solución de vivienda, y otra diferente ser afiliado para la administración de las cesantías.
Por último, indicó que en atención a la solicitud de postulación elevada por los accionantes en el escrito de tutela, esa entidad procedió a postularlos y realizar nuevamente el estudio de los requisitos para la concesión del subsidio de vivienda que reclaman, concluyendo que no cumplen con los mismos, profiriendo un acto administrativo frente al cual proceden los recursos de ley, y cuenta con medios de control en la vía ordinaria. 
3. Sentencia de primera instancia: 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió negar la acción de tutela, al concluir que, en efecto, los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín no acreditan los requisitos necesarios para su postulación como beneficiarios del subsidio de vivienda que otorga CAPROVIMPO, al haber efectuado un retiro anterior de sus cesantías, incumpliendo así con uno de los requisitos contemplados en la ley para ese fin, situación que es ajena al tema de su afiliación forzosa, dado que tal calidad no se les ha negado en momento alguno. 
Además, resaltó el A Quo que en contra de la decisión tomada por la entidad accionada, que además consideró respetuosa del debido proceso, proceden los respectivos recursos de reposición y apelación, o en su defecto, existe la posibilidad de atacar el acto administrativo ante la jurisdicción contenciosa. 

Finalmente, respecto del derecho fundamental a la igualdad, mencionó el Cognoscente que el accionante no hizo alusión a algún caso similar en el que se haya decidido algo diferente a lo resuelto en esa instancia, y que por el contrario, acceder a las pretensiones sí atentaría en contra del derecho a la igualdad de los demás compañeros de la Institución.   
IMPUGNACIÓN:
El día 18 de mayo de 2018, el abogado Esneider de Jesús Cabana Pérez, apoderado judicial de los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín, allegó escrito impugnando la decisión de primera instancia, memorial en el cual expuso que, a su criterio, la sentencia de primer grado es incongruente, por cuanto solo se pronunció respecto a la posible vulneración al debido proceso, pero no frente a los demás derechos invocados. 
Resaltó que de acuerdo a la Ley 973 de 2005, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía, no solo tiene como función la de administrar las cesantías del personal de la fuerza pública, sino que también estableció la afiliación forzosa como única forma de vinculación a dicha Institución, por esta razón, los miembros de la Policía Nacional que al momento de afiliarse carezcan de vivienda propia, deben entenderse como afiliados forzosos. Según dijo el abogado así lo ha afirmado la Corte Constitucional en la Sentencia T-040 de 2007 de la cual citó algunos apartes.
De otro lado, hizo referencia el recurrente al artículo 51 Constitucional, que habla del derecho a tener una vivienda digna, prerrogativa que se ha denominado jurisprudencialmente como una garantía subjetiva y que es exigible al Estado a través de los planes y programas que promueven la adquisición de vivienda propia mediante el otorgamiento de subsidios y apoyos de carácter financiero, tornándose en un derecho fundamental cuya protección puede ser invocada por medio de la acción de tutela, como mecanismo de protección inmediata.
También manifestó el impugnante que de acuerdo a la entrada en vigencia de la Ley 973 de 2005, y por haber adquirido sus representados el status de “afiliado forzoso”, negarles su afiliación sería violatorio del derecho a la igualdad, pues considera el abogado que no ha existido una causal para perder tal calidad, y por esta razón, sus prohijados deben recibir las mismas oportunidades que los demás, como por ejemplo, postularse para efectos de obtener subsidio de vivienda.  

Bajo los argumentos expuestos, reiteró la solicitud planteada en su escrito inicial. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

En el presente asunto, le corresponde a la Sala determinar si como afirma el accionante, la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía ha desconocido los derechos fundamentales invocados en favor de sus mandantes, de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

3. Solución: 

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene derecho a recurrir a la acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de una autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Previo a abordar los argumentos propuestos por el recurrente en su escrito de impugnación, deberá examinar esta Corporación si en el presente asunto se cumple con las reglas de procedencia de la acción de tutela, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende; tales exigencias se circunscriben en dos a saber: subsidiariedad e inmediatez.      
El presupuesto de la subsidiariedad tiene su base en el mismo artículo 86 Superior, que contempla primigeniamente el derecho a acudir a la acción de tutela como mecanismo para obtener la protección de los derechos fundamentales de las personas, en aquellos eventos en que los mismos son quebrantados o amenazados por las autoridades, sin embargo, señala de forma expresa que sólo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello, el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que la acción de tutela no procederá: “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”
Quiere decir lo anterior que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a pronunciarse sobre la presunta vulneración de derechos fundamentales, toda vez que de acuerdo a la jurisprudencia
  constitucional, esta acción ha sido concebida con el fin de llenar los vacíos existentes en el ordenamiento jurídico, para lograr la protección de dichas prerrogativas. 

De este modo, es claro que ante la existencia de otro mecanismo judicial al alcance del actor, el asunto puede y debe ser ventilado ante la justicia ordinaria, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con más precisión el conflicto propuesto; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable. 
“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

En ese orden de ideas, el juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos. 
La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así: 

“…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para  evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los  derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”

Por manera que si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones del actor en sede constitucional.

Ahora, en lo que tiene que ver con el principio de inmediatez como requisito de procedencia para la acción de tutela, debe decirse que el Decreto 2591 de 1991 señala que el mecanismo constitucional puede ser interpuesto en cualquier tiempo, especialmente si se pretende dar protección inmediata ante la vulneración o amenaza de los derechos fundamentales, sin embargo, la jurisprudencia ha precisado que cuando éste no se presenta de manera concomitante con la vulneración o amenaza de los mismos, sí debe ser interpuesta en un tiempo razonable desde que acaecieron los hechos causantes de la trasgresión. Sobre este asunto ha dicho la Corte Constitucional que:  
“la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable. La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto. De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado”
.
Y más adelante, otro pronunciamiento dijo esa Alta Magistratura que: 
“… el constituyente asume que la acción de tutela configura un mecanismo urgente de protección y lo regula como tal. De allí que choque con esa índole establecida por el constituyente, el proceder de quien sólo acude a la acción de tutela varios meses, y aún años, después de acaecida la conducta a la que imputa la vulneración de sus derechos. Quien así procede, no puede pretender ampararse en un instrumento normativo de trámite sumario y hacerlo con miras a la protección inmediata de una injerencia a sus derechos fundamentales que data de varios años”.

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado Decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. En cuanto al tema ha dicho la Corte Constitucional:
“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.

Del caso concreto: 

Sería del caso proceder a analizar si en efecto la Caja Promotora de Vivienda Familiar y de Policía incurrió en una vulneración a los derechos fundamentales que invocan los accionantes por intermedio de su apoderado, sin embargo, teniendo en cuenta los requisitos de procedibilidad que se expusieron en párrafos anteriores, es evidente que para este preciso caso se encuentra desacreditado el de la subsidiariedad, circunstancia que impide la realización de un estudio de fondo sobre el asunto.     

Lo anterior, por cuanto es evidente que los titulares de los derechos fundamentales que en esta oportunidad se reclaman, tienen a su alcance otros mecanismos de defensa judiciales a los cuales pueden acudir para conjurar el daño que consideran se les ha causado por parte de las entidades demandadas, a través de una acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, en la que incluso pueden solicitar la implementación de medidas cautelares o inmediatas si llegaren a ser pertinentes. 

Así mismo debe resaltarse que la Caja Promotora de Vivienda Militar y de Policía ha atendido oportunamente las solicitudes elevadas por parte del accionante, lo que se desprende de los documentos adjuntos por él a su escrito inicial, y que incluso, a pesar de considerarlo impertinente, dicha entidad procedió, con ocasión de las pretensiones incoadas en el libelo petitorio de la acción de tutela, a postularlos en el programa para subsidio de vivienda que maneja esa entidad (ver folios 52 al 54 y 58 al 59), concluyendo que definitivamente no tienen derecho a acceder a tal beneficio por incumplir con los requisitos contemplados en la norma aplicable al caso. 
Al respecto, es importante mencionar que dicha contestación fue emitida a través de dos actos administrativos debidamente motivados y claros, y en observancia de la normativa de la entidad, y en ese orden de ideas, tales pronunciamiento, que evidentemente no resultan favorables a lo pretendido, no constituyen en sí, ningún tipo de desconocimiento a los derechos de los señores Mauricio Sandoval Gutiérrez y William Alberto Cardona Marín.  

Acorde con las razones antes expuestas, se considera que no se supera el test de procedibilidad del amparo solicitado, toda vez que, como ya se dijo, la parte accionante tiene la posibilidad de hacer uso de otros mecanismos administrativos, promoviendo los recursos de ley en contra de los aludidos actos administrativos, y también legales, como la acción de nulidad y restablecimiento del derecho.
Así las cosas, es claro para esta Corporación que muy a pesar de lo que considera el accionante, en el caso de sus representados es más que evidente la posibilidad que tiene de plantear ante la Justicia Contencioso Administrativa la revocatoria de los actos administrativos que considera violatorios de sus derechos, si es que no ha contemplado la posibilidad de agotar la vía gubernativa, toda vez que en su caso no se avizora el tipo de perjuicio irremediable que se le esté causando por parte de la encartada, y que amerite la intervención de este Juez constitucional, por ser inminente e impostergable, tampoco se trata de algún sujeto de especial protección constitucional, ni mucho menos se explicó por qué razón es este mecanismo y no el ordinario el idóneo para resolver el asunto.
Ahora, si en gracia de discusión se pretendiera ahondar en el presente asunto, de entrada nos encontraríamos sin herramientas para determinar su pertinencia, dado que se pudo establecer por medio del informe brindado por la accionada, que los señores Mauricio y William Alberto presentaron ante esa entidad unos escritos por medio de los cuales expresaron voluntariamente su deseo de retirarse de la “Caja Honor” y retirar los aportes efectuados a dicha Institución, precisamente con el fin de adquirir una vivienda propia por medios distintos al del subsidio ofrecido por la entidad, afirmación que fue probada documentalmente, como se puede observar en el plenario con los respectivos escritos (folios 35 y 38), así como por los contratos de promesa de compraventa suscritos por el señor Mauricio Sandoval Gutiérrez, el 30 de noviembre de 2010 (folio 24) y William Alberto Cardona Marín, el 23 de julio de 2013 (ver folio 39), por lo que no queda entonces clara la afirmación suministrada por el recurrente, en cuanto se refirió al derecho a una vivienda digna, así como a la carencia de vivienda propia.  
En ese orden de ideas, dirimir la situación planteada por el recurrente no es algo que se pueda hacer por este mecanismo excepcional, por cuanto, como ya se ha indicado, no pueden obviarse los presupuestos de residualidad o subsidiariedad, al no adverar perjuicio irremediable que en realidad pueda afectar de manera insuperable los derechos invocados, por lo que no encuentra la Colegiatura razón para que omita acudir ante el juez natural. 

Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que, si bien hay lugar a confirmar la decisión, ello será en el sentido de negar las pretensiones incoadas por el accionante, pero por razones de improcedencia que impiden de entrada su análisis de fondo. 
Por lo expuesto, la Sala No. 7 de decisión de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira el 10 de mayo de 2018, en el sentido de negar las pretensiones incoadas por el accionante, pero por razones de improcedencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de la presente decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Magistrado

JAIR DE JESÚS HENAO MOLINA 

Secretario
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